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GLOSARIO  
 

MTIC: Mesa Técnica Indicadores de Coordinación  
SNARIV: Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas  
ACNUR: Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados  
RUSICST: Reporte Unificado del Sistema de Información, Coordinación y Seguimiento Territorial  
CTJT: Comités Territoriales de Justicia Transicional  
PAT: Plan de Acción Territorial  
FUT: Formulario Único Territorial  
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DNP: Departamento Nacional de Planeación  
CAJT: Comités Ampliados de Justicia Transicional  
SCNT: Subdirección Coordinación Nación Territorio  
PNARIV: Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas  
ECI: Estado de Cosas Inconstitucional  
ICBF: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar  
SENA: Servicio Nacional de Aprendizaje  
IGED: Indicadores de Goce Efectivo de Derechos  
IRV: Índice de Riesgo de Victimización.  

  



 
                                                      

1. INTRODUCCIÓN 

 
Los Indicadores de Coordinación hacen parte del sistema integral de seguimiento y evaluación que 
debe coordinar la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
(Unidad para las Victimas) conforme al Decreto 1084 de 2015. Su diseño y aplicación está a cargo del 
Ministerio del Interior, el Ministerio de Justicia y del Derecho, el Departamento Nacional de Planeación 
y la misma Unidad. Las anteriores entidades conforman la Mesa Técnica de Indicadores de 
Coordinación (MTIC), responsable del desarrollo del presente documento y de la batería de 
indicadores que medirá los niveles de coordinación entre las entidades nacionales y las territoriales, 
tanto en el diseño como en la implementación y seguimiento de la política pública de víctimas.  
 
Estos indicadores hacen a su vez parte de los mecanismos de seguimiento y evaluación de la política 
de atención y reparación integral a las víctimas y buscan articular de manera eficiente los niveles de 
gobierno. En este sentido, los indicadores son el mecanismo de seguimiento que expone el panorama 
nacional y territorial en términos de coordinación, y una vez medidos, permitirán evidenciar los avances 
y retrocesos existentes en los diferentes niveles, con el fin de señalar alertas para que las entidades 
mejoren su gestión y se logren articular dentro del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral 
a las Víctimas (SNARIV).  
 
El presente documento tiene como objetivo registrar el proceso de construcción y medición de la 
batería de indicadores de coordinación para la vigencia 2017, esta medición servirá para evidenciar 
los avances y retrocesos de coordinación en materia de víctimas de acuerdo a lo solicitado en 
diferentes autos de la Honorable Corte Constitucional. Igualmente, se constituye como mecanismo de 
seguimiento a la estrategia de corresponsabilidad tal como lo concibe la Ley 1448 en su artículo 172 
que compromete al Gobierno Nacional articular la oferta pública de políticas nacionales, 
departamentales, Distritales y Municipales, en materia de ayuda humanitaria, atención, asistencia y 
reparación Integral y el Decreto 2460 de 2015, por el cual se adopta la Estrategia de 
Corresponsabilidad de la política pública para las víctimas del conflicto armado interno. 

En su primera parte, se encuentran los antecedentes y el desarrollo normativo y conceptual, a partir 
del cual se precisan los criterios que definen la coordinación en cada etapa de la política pública de 
víctimas y actores entre los que ésta se desarrolla, para finalmente presentar la batería de indicadores 
diseñada y ajustada por la MTIC.  

En la segunda parte, se presentan los resultados de los indicadores de coordinación para la vigencia 
2016 y la vigencia 2017 y en adelante cada año, con el objetivo de evidenciar las acciones que se han 
adelantado en articulación por las entidades nacionales y territoriales. Estos avances o retrocesos 
demuestran los aspectos en que el gobierno nacional ha trabajado o debe seguir mejorando para 
lograr la superación del Estado de Cosas Inconstitucional -ECI- de las víctimas del conflicto armado 
en términos de coordinación nación territorio.  
 
  



 
                                                      

2. ANTECEDENTES 

 
Las falencias en materia de coordinación entre las entidades nacionales y territoriales para la garantía 
de los derechos de la población desplazada, fueron evidenciadas en la sentencia T-025 de 2004, que 
declaró el Estado de Cosas Inconstitucional. En diferentes autos de seguimiento a esta sentencia, el 
Alto Tribunal Constitucional ordenó el diseño y puesta en marcha de “mecanismos e instrumentos 
específicos de coordinación interinstitucional entre el nivel nacional y las entidades territoriales, que 
aseguren una acción complementaria adecuada y oportuna de tal forma que se garantice el goce 
efectivo de los derechos de la población desplazada”.1 En respuesta a estas órdenes el Gobierno 
Nacional presentó los indicadores de coordinación, los cuales no fueron aceptados por la Corte 
Constitucional debido a que fueron considerados insuficientes en determinar el nivel de coordinación. 
 
Entre los antecedentes más importante de estos indicadores de coordinación se encuentra de forma 
central el Auto 383 de 2010, el cual resalta la estrecha relación que tiene la coordinación con los 
componentes de la política de desplazamiento forzado y con los derechos que deben ser garantizados 
a las víctimas de este hecho. Adicionalmente, señala los errores en los que ha incurrido el gobierno 
nacional respecto a la coordinación que debería promover, facilitar y garantizar hacia y entre entidades 
territoriales, entre las cuales se resaltan las deficiencias en el acompañamiento que desde el nivel 
central debería prestarse, la rigidez en la oferta nacional, aunado a la incapacidad institucional y 
presupuestal de autoridades locales y su falta de voluntad política.  
 
En este Auto se señala puntualmente que estas falencias en la respuesta institucional ponen en riesgo 
la vida de la población desplazada, lo que ocasiona revictimización. Adicionalmente, resalta la poca 
claridad que se evidencia en la práctica sobre las responsabilidades que son de la Nación y aquellas 
que corresponden a las entidades territoriales.  
 
Ante este panorama, los indicadores de coordinación representan un mecanismo para evaluar la forma 
en que los niveles de gobierno están efectivamente articulándose alrededor de la política pública de 
víctimas, la manera en que esa articulación se está dando desde las competencias de cada uno de 
ellos y las deficiencias que en este sentido persisten. De ahí que estos indicadores fueron parte de las 
órdenes de la Corte en este Auto:  
 

“al Ministro del Interior y de Justicia, al Director de la Agencia Presidencial para la Acción 
Social y la Cooperación Internacional y al Director del Departamento Nacional de Planeación 
(…) dentro del mes siguiente a su comunicación, adopten y ajusten los indicadores de 
coordinación de manera que sea posible evaluar los avances, retrocesos, y estancamientos 
en la coordinación entre los distintos niveles territoriales”.  
 

Como consecuencia de lo anterior, en el 2011 se realizó un ejercicio técnico para la construcción de 
una batería de indicadores entre las entidades mencionadas, recibiendo observaciones y comentarios 
de la Comisión de Seguimiento de la Política Pública de Desplazamiento Forzado y el Alto 
Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados – ACNUR, permitiendo ajustar la metodología. 
Como resultado se definen seis (6) ejes de medición: planificación, ejecución, asistencia técnica y 
divulgación, instancias de coordinación, sistemas de información y mecanismos de seguimiento, y 22 
indicadores orientados a medir la coordinación entre niveles de gobierno. 



 
                                                      

  
Con base en esta batería de indicadores se realizó una primera medición parcial que tomó como 
referencia la información consignada en el Reporte Unificado del Sistema de Información Coordinación 
y Seguimiento Territorial– RUSICST durante el primer trimestre del 2011. En este mismo año, las 
entidades responsables, presentaron a la Corte Constitucional el informe de adopción y ajuste de los 
indicadores y el informe sobre su aplicación. Posteriormente, con el propósito de observar y comparar 
el avance en la coordinación, se tomó el reporte realizado por las entidades en el RUSICST durante 
el tercer trimestre del año en mención, contando con un universo de 297 entidades territoriales sobre 
las cuales se realizó la medición. Los resultados de avance se presentaron en un informe del 10 de 
agosto de 2012, en el marco del cumplimiento a la orden décima del Auto 383.  
 
De igual forma, el Decreto 1084 de 2015 en su artículo 2.2.8.3.8 estableció que “El Ministerio del 
Interior, el Ministerio de Justicia y del Derecho, el Departamento Nacional de Planeación y la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, diseñarán y aplicarán 
una batería de indicadores para medir los niveles de coordinación de las entidades nacionales a las 
territoriales”             
                                                                                                                                                                              
Finalmente, en diciembre de 2015 se expide el Decreto 2460 de 2015 “por el cual se reglamenta 
parcialmente el artículo 172 de la Ley 1448 de 2011, se adopta la Estrategia de Corresponsabilidad 
de la política pública para las víctimas del conflicto armado interno y se modifica el parágrafo 2 del 
artículo 2.2.8.3.8 del Decreto 1084 de 2015, Único Reglamentario del Sector Inclusión Social y 
Reconciliación”, con el cual se continuará en la implementación de mejores prácticas de coordinación 
entre las entidades territoriales con las entidades nacionales.  
 
Con los anteriores insumos y en aras de continuar con la mejora en los niveles de coordinación y la 
aplicación de los respectivos instrumentos para la implementación de la política de víctimas, se 
conformó la MTIC mencionada anteriormente, que ajustara La Batería de Indicadores este año 2017.  
 

3. MARCO NORMATIVO  

 
La Constitución Política de Colombia en su artículo 209 define que las autoridades administrativas 
deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. En desarrollo 
de lo anterior, la legislación colombiana ha expedido diferentes normas que propenden por la 
coordinación entre los diferentes niveles de gobierno y al interior de estos de tal forma que se alcancen 
los fines del Estado.  
 
En materia de planeación, la Ley 152 de 1994, la cual tiene entre sus propósitos establecer los 
procedimientos y mecanismos para la elaboración, aprobación, ejecución, seguimiento, evaluación y 
control de los planes de desarrollo, establece la coordinación como uno de los principios generales, y 
determina que las autoridades del orden nacional y las entidades territoriales deberán garantizar que 
exista la debida armonía y coherencia entre las actividades que realicen al interior y en relación con 
las demás instancias territoriales, para efectos de la formulación, ejecución y evaluación de sus planes 
de desarrollo. Como un medio para coordinarse, la mencionada ley determina que los planes de 
desarrollo de las entidades territoriales deberán tener en cuenta el plan nacional de desarrollo4 y, 



 
                                                      

además, ordena que las autoridades de planeación nacional deberán garantizar la participación activa 
de las autoridades de planeación de las entidades territoriales en el proceso de elaboración del plan5. 
Por su parte, el artículo 6° de la Ley 489 de 1998, por la cual se dictan normas sobre la organización 
y funcionamiento de las entidades del orden nacional, señala que las autoridades administrativas 
deben garantizar la armonía en el ejercicio de sus respectivas funciones con el fin de lograr los fines 
y cometidos estatales y de esta forma generar la coordinación entre autoridades administrativas.  
 
En el mismo sentido, la Ley 1454 de 2011, orgánica de ordenamiento territorial, establece la 
coordinación como uno de los principios del ejercicio de competencias, y lo define en los siguientes  
términos:  
 

“Coordinación”. La Nación y las entidades territoriales deberán ejercer sus competencias de 
manera articulada6, coherente y armónica. En desarrollo de este principio, las entidades 
territoriales y demás esquemas asociativos se articularán, con las autoridades nacionales y 
regionales, con el propósito especial de garantizar los derechos fundamentales de los 
ciudadanos como individuos, los derechos colectivos y del medio ambiente establecidos en la 
Constitución Política.”   

 
En concordancia con lo anterior, la Ley expedida para la atención, asistencia y reparación integral a 
las víctimas del conflicto armado (Ley 1448 de 2011) también hace referencia a la coordinación 
interinstitucional y entre los niveles de gobierno (coordinación nación territorio).  
 
De esta forma, el artículo 161 de la citada ley hace referencia a los objetivos del sistema de atención 
y reparación a las víctimas, otorgando en los numerales 8 y 12 de este artículo, los siguientes objetivos 
al SNARIV en materia de coordinación:  

 
“8. Garantizar la coordinación interinstitucional, la articulación de su oferta y programas, al 
igual que la programación de recursos, asignación, focalización y ejecución de manera integral 
y articulada la provisión de bienes y servicios públicos prestados de acuerdo con las 
soluciones brindadas.”  
 
“12. Garantizar la adecuada coordinación entre la Nación y las entidades territoriales y entre 
estas, para el ejercicio de sus competencias y funciones al interior del Sistema, de acuerdo 
con los principios constitucionales y legales de corresponsabilidad, coordinación, 
concurrencia, subsidiariedad, complementariedad y de delegación.”  
 

De igual forma, el artículo 173 de la misma ley le asigna a los Comités Territoriales de Justicia 
Transicional la labor de “elaborar planes de acción en el marco de los planes de desarrollo a fin de 
lograr la atención, asistencia y reparación integral a las víctimas, coordinar las acciones con las 
entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas en el nivel 
departamental, distrital y municipal, articular la oferta institucional para garantizar los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, así como la materialización de las garantías de no 
repetición, coordinar las actividades en materia de inclusión social e inversión social para la población 
vulnerable y adoptar las medidas conducentes a materializar la política, planes, programas y 
estrategias en materia de desarme, desmovilización y reintegración.” (Lo subrayado fuera de texto).  



 
                                                      

 
En artículo 2.2.8.1.8 del Decreto 1084 de 2015, que acoge los decretos reglamentarios de la Ley 1448 
de 2011, se definió la coordinación del sistema a cargo de la Unidad para las Víctimas como “el 
conjunto de actividades tendientes a liderar, orientar, movilizar y articular las acciones requeridas para 
el desarrollo de procesos ordenados y armónicos con carácter sistémico, que permitan garantizar la 
adecuada y oportuna ejecución de la política pública de prevención, asistencia, atención y reparación 
integral a las víctimas.”  
 
Adicionalmente, la Ley 1551 de 2012, por la cual se dictan normas para modernizar la organización y 

el funcionamiento de los municipios, estableció en materia de coordinación entre los diferentes niveles 

de gobierno lo siguiente: 

Artículo 3° literal a. “Coordinación. Las autoridades municipales, al momento de ejercer sus 
competencias y sus responsabilidades, deberán conciliar su actuación con la de otras entidades 
estatales de diferentes niveles.”  
 
Artículo 6° numeral 8. “En asocio con los departamentos y la Nación, contribuir al goce efectivo de los 
derechos de la población víctima del desplazamiento forzado, teniendo en cuenta los principios de 
coordinación, concurrencia, complementariedad, subsidiariedad y las normas jurídicas vigentes.”  
Artículo 38 numeral 24. “Velar por el goce efectivo de los derechos de la población víctima del 
desplazamiento forzado, teniendo en cuenta los principios de coordinación, concurrencia, 
complementariedad y subsidiariedad, así como las normas jurídicas vigentes.”  
 
En este mismo orden, el Decreto 1084 de 2015, por medio del cual se expide el Decreto único 
reglamentario del sector de Inclusión Social y Reconciliación, en el artículo 2.2.1.11 estableció que 
“las entidades nacionales y territoriales deben trabajar armónicamente para realizar los fines del 
Estado y en particular, para garantizar el goce efectivo de los derechos de las víctimas en los términos 
del artículo 3° de la Ley 1448 de 2011”.  
 
De igual forma, el Decreto 2460 de 2015 en su artículo 2.2.8.3.1.2 estableció “(…) adoptar una 
estrategia de corresponsabilidad entre la Nación y las entidades territoriales, que posibilite la aplicación 
de los principios de coordinación, subsidiariedad y concurrencia establecidos en el artículo 27 de la 
Ley 1454 de 2011, así como el ejercicio de las competencias de las entidades públicas en los distintos 
niveles de gobierno, en relación con la política pública dirigida a las víctimas del conflicto armado 
interno, para el goce efectivo de los derechos de la población objeto de esta política.  
La estrategia de corresponsabilidad incluye los procesos para garantizar la coordinación de las 
acciones y los recursos de las entidades públicas nacionales y territoriales, a través de la aplicación 
de los principios de concurrencia y subsidiariedad.”  
 
Por su parte, decreto 2460 del 2015, en la sección primera referida a la estrategia de 
corresponsabilidad en el artículo 2.2.8.3.1.2, el objeto, dice que la presente Sección tiene por objeto 
adoptar una estrategia de corresponsabilidad entre la Nación y las entidades Territoriales, que 
posibilite la aplicación de los principios de coordinación, subsidiaridad y concurrencia establecidos en 
el artículo 27 de la ley 1454 del 2011, así como el ejercicio de las competencias de las entidades 
públicas en los distintos niveles de Gobierno, en relación con  la política pública dirigida a las víctimas 



 
                                                      

del conflicto armado interno para el goce efectivo de los derechos de la población objeto de esta 
política. La estrategia de corresponsabilidad incluye los procesos para garantizar la coordinación de 
las acciones y los recursos de las entidades públicas Nacionales y territoriales, a través de la aplicación 
de los principios de concurrencia y subsidiaridad. 
  
De acuerdo con lo anterior, la coordinación se encuentra a lo largo de la normatividad colombiana 
como un mecanismo que permite mejorar la eficacia y la eficiencia en la prestación de los servicios a 
cargo del Estado. En consecuencia, alcanzar sinergias entre los diferentes niveles de gobierno es 
fundamental para lograr la atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto 
armado.  

4. MARCO CONCEPTUAL DE COORDINACIÓN  

 
Los esfuerzos y recursos institucionales son más eficaces en la medida que se adopte una estrategia  
de corresponsabilidad entre  la  Nación y las entidades territoriales, que posibilite  la  aplicación de los 
principios de coordinación, subsidiariedad y concurrencia establecidos en el artículo  27  de  Ley 1454  
2011, así como en el decreto 2460 del 2015 cuyo propósito está orientado a garantizar el goce efectivo 
de los derechos de las familias víctimas de la violencia. 
 
Para efectos del presente ejercicio se entenderá que habrá coordinación entre las entidades 
nacionales y territoriales encargadas de implementar la política pública para víctimas del conflicto 
armado, cuando estas ejerzan sus competencias de manera informada y articulada, no solo al interior 
de sus entidades sino con las demás entidades del Estado colombiano en sus diversos niveles, 
desarrollando las acciones necesarias para la formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de 
dicha política.  
 
Igualmente, es importante destacar que la medición de los principios de concurrencia y subsidiariedad 
hacen parte de la medición de coordinación entendida como la versión más amplia de articulación 
entre niveles de gobierno.  
 
 

Tipos de coordinación  

a. Coordinación Intergubernamental 

Este nivel de coordinación hace referencia a la articulación de las administraciones locales con el 

gobierno nacional y entre ellas mismas, con respecto a las competencias compartidas conferidas por 

la norma, o acordadas entre ellas, en cuanto al diseño, implementación y seguimiento de la política 

pública de víctimas. La coordinación intergubernamental puede ser de dos tipos: 

• Vertical: Entre los distintos niveles de gobierno: nación, departamento y municipio. 

• Horizontal: Entre entidades de un mismo nivel de gobierno. Para este caso, es la coordinación 

entre diferentes municipios o entre diferentes gobernaciones. 

b. Coordinación Intragubernamental. 



 
                                                      

Es aquella que se da en el marco de la concertación autónoma e interna dentro un mismo nivel de 

gobierno, en donde se tienen objetivos y lineamientos específicos para el cumplimiento de 

competencias, bajo el establecimiento de responsabilidades particulares para permitir el 

funcionamiento de la gestión de los actores en su trabajo compartido dentro del marco de la política 

de víctimas. Esta coordinación se mide al interior de cada una de las administraciones locales, 

departamentales, y el gobierno nacional. 

5. ALCANCE MEDICIÓN 2017 

Los Indicadores de Coordinación Nación Territorio permitirán medir la coordinación 

intergubernamental vertical, en el marco del seguimiento a la implementación de la estrategia de 

corresponsabilidad. Para tal fin, los componentes de medición serán:  

✓ Aplicación de principios: subsidiariedad, concurrencia 

✓ Herramientas de planeación y seguimiento. 

✓ Fortalecimiento y acompañamiento institucional.  

✓ Funcionamiento de instancias de articulación como espacios que permiten la coordinación 

de instancias entre niveles de gobierno. 

6. OBJETIVO: 
 

Medición del nivel de coordinación entre los niveles de gobierno para la aplicación de la política pública 

de víctimas. 

7. METODOLOGÍA  

 

A partir de los 4 componentes definidos en la Mesa Técnica Interinstitucional, se definió una serie de 

indicadores que permiten evidenciar la articulación en la materia de los niveles de gobierno. Para ello 

se estableció la siguiente ponderación para cada uno de ellos:  

• Aplicación de principios (40%). 
Como se señaló anteriormente, la medición de los principios de concurrencia y subsidiariedad hacen 
parte integral de la medición de coordinación ya que estos principios permiten evidenciar la articulación 
entre el territorio y la nación para el diseño y ejecución de la política pública de víctimas.  
 
Por lo anterior, la medición en relación a la aplicación de principios tendrá en cuenta los siguientes 
aspectos: La medición de Concurrencia se aplica cuando las competencias corresponden a dos o 
más niveles de gobierno para garantizar  de manera conjunta la ejecución y desarrollo de acciones en 
el marco de la política pública, además incluye la medición del grado de cobertura de la necesidad de 
la población víctima. Mientras que la medición de subsidiariedad se aplicará con respecto de las 
competencias exclusivas de los municipios, por lo anterior, nos permitirá evidenciar si el nivel nacional 



 
                                                      

está apoyando al nivel municipal que requiere apoyo para entrega de Ayuda Humanitaria Inmediata 
durante la vigencia1.  
 

• Herramientas de planeación y seguimiento (30%). 
Estos instrumentos permitirán desarrollar una acertada intervención con las políticas de atención a las 
víctimas y una progresiva superación de limitaciones y dificultades.   
 

• Fortalecimiento y acompañamiento institucional (5%). 
Contribuir con mayores capacidades en los territorios, superar las ineficiencias estructurales, mejorar 
la sintonía de lo regional con el compromiso del nivel central para superar el ECI y lograr en los 
servidores públicos del sistema de atención a víctimas mayor sensibilidad con esta problemática, 
constituye un paso positivo ante las situaciones críticas del sistema. 
 

• Funcionamiento de instancias (5%). 
Los avances, los resultados positivos, mayor comprensión de las coyunturas sociales, políticas y 
económicas de las víctimas, se logran en la medida que opere el sistema y las instancias de promoción 
y garantía de la política pública funcionen adecuadamente. 
 

• Sistemas de información (20%). 
El adecuado funcionamiento de los sistemas de información ayuda a orientar las decisiones en el 
marco de la política pública de víctimas, y a que estas decisiones sean informadas y actualizadas.  
 

Tabla 1. Batería de indicadores 

Componente Indicador Fuente 

 

Aplicación de principios 

(40%) 

 

 

• Indicador de concurrencia (25%) 

• Indicador de subsidiariedad (15%) 
 

 

 
Tablero 
PAT. 
 

 

 

Herramientas de 

planeación y 

seguimiento (30%) 

 

 

• Entidades municipales en las que el nivel 

departamental o nacional se comprometió  para la 

atención de las víctimas tablero PAT (15%). 

• Entidades municipales en las que el nivel 

departamental o nacional ejecutó compromisos  

para la atención de las víctimas tablero PAT (15%). 

 

 
 
 
Tablero 
PAT. 
 

 

 

 

 

• Entidades municipales que recibieron asistencia 
técnica por parte de las entidades nacionales.  

 
 

 

                                                           
1 Para la presente medición del indicador de subsidiariedad no se incluyó el nivel departamental, ya que no 
se cuenta con información para esta medición.  



 
                                                      

 

Fortalecimiento y 

acompañamiento 

institucional (5%, 1% cu) 

 

• Entidades municipales que recibieron asistencia 
técnica por parte de las entidades 
departamentales. 

• Entidades territoriales que recibieron 
retroalimentación de lo reportado en el RUSICST 
por el nivel nacional. 

• Entidades territoriales que recibieron 
retroalimentación de lo reportado en el FUT por el 
nivel nacional. 

• Entidades departamentales con convenios 
interadministrativos con la nación o municipios. 
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Funcionamiento de 
instancias (5%) 

 

• Entidades Municipales que asisten a los Comités 
Territoriales de Justicia Transicional Ampliados 
(2,5%) 

• Entidades Municipales en los que se presenta la 
asistencia del nivel nacional a los Comités 
Territoriales de Justicia Transicional (2.5%). 
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Sistemas de información 
(20%) 

 

 

• Entidades territoriales con acuerdo de intercambio 
con la Red Nacional de Información (2%). 

• Entidades territoriales con acuerdo de intercambio 
operando con la Red Nacional de Información 
(5%).  

• % de retroalimentación de las ETs a las remisiones 
de SIGO. (13%). 

 

 
 
 
 
BASES 
UARIV 

 

 

• Nivel de Cálculo y Unidad de Medida. 
 

Los indicadores de coordinación se miden a nivel territorial, bien sea municipal o departamental. Por 
su parte, la unidad de medida varía de acuerdo a si los Indicadores hacen referencia a un porcentaje 
o a un valor absoluto. Para el caso de la medición de los principios de subsidiariedad y concurrencia 
se tiene que el valor resultado corresponde a un porcentaje y el universo varía de acuerdo a cada 
medición. Por su parte, la unidad de medida para los demás indicadores es un valor absoluto, que 
corresponde a 1 si cumple con el indicador o cero (0) si no cumple con el mismo.  
 

• Fuentes de Información y de Verificación. 
 

Para la realización de la medición, se utilizaron diversas fuentes de información. Entre las principales 
se encuentran: El Tablero PAT en el que se reporta necesidades, compromisos y presupuesto por 
nivel de gobierno, para atender a la población víctima del conflicto; el Reporte Unificado del Sistema 



 
                                                      

de Información, Coordinación y Seguimiento Territorial (RUSICST), en el cual se encuentra la 
información reportada por las entidades territoriales sobre las acciones de diseño, implementación y 
evaluación de la política pública de víctimas que se realizan en el territorio; y el Formulario único 
Territorial (FUT) el cual está diseñado para capturar la información fiscal y financiera de las 
Administraciones departamentales y municipales, en particular la ejecución que hicieron en población 
víctima.  
 
Adicionalmente, como fuentes secundarias se encuentran bases de manejo interno de la Unidad para 
las Víctimas y del Ministerio del Interior las cuáles se presentan en la batería de indicadores. 
 
Es importante resaltar que para algunos indicadores existen mecanismos alternos de verificación que 
ayudaron a identificar si los resultados encontrados en las fuentes principales de información para 
cada uno de estos eran confiables. 


